
Señor(a) 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE QUIBDÓ REPARTO 

E. S. D. 

Referencia. Acción de tutela Con Solicitud de Medida Provisional, para la 

protección de los derechos fundamentales al debido proceso administrativo, 

imparcialidad, igualdad, participación, petición y acceso efectivo a la 

administración pública. 

 

Accionante.  

EDINSON RIVAS MOSQUERA, identificado con cédula de ciudadanía número 

CC. 12.023.613, actuando en nombre propio. 

 

Accionados.  

1. Universidad Tecnológica del Chocó “Diego Luis Córdoba”   
2. Consejo Superior Universitario de la Universidad Tecnológica del Chocó.  

3. Secretaría General de la Universidad Tecnológica del Chocó. 
4. Ministerio de Educación Nacional, por conducto de la Dirección de 

Calidad para la Educación Superior y la Subdirección de Inspección y 
Vigilancia.  

Vinculados.  

1. WILMER ADOLFO SERNA PALACIOS, integrante del Consejo Superior 
Universitario por el estamento estudiantes. 

2. Las personas directamente interesadas en el proceso de designación del 
rector de la UTCH, para garantizarles el derecho de contradicción y 

defensa.  

I. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE 

 EDINSON RIVAS MOSQUERA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de 

Quibdó, integrante de la comunidad universitaria y miembro del estamento de 

egresados de la Universidad Tecnológica del Chocó, actuando en nombre 

propio, respetuosamente promuevo acción de tutela conforme a los artículos 

29, 40, 86, 209 y 229 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991. 

La presente solicitud busca obtener la protección inmediata de mis derechos 

fundamentales, vulnerados por las irregularidades ocurridas en el trámite de la 

recusación presentada contra el integrante del Consejo Superior Universitario 

dentro del proceso de designación o elección del rector de la Universidad para 

el periodo rectoral 2026 – 2029.  

 

 



I- HECHOS  

Primero. El Consejo Superior Universitario de la Universidad Tecnológica del 

Chocó adelanto actuaciones relacionadas con el proceso de designación y 

encargo del rector de la institución. 

Segundo. El señor WILMER ADOLFO SERNA PALACIOS participa en el Consejo 

Superior Universitario en condición de integrante en virtud del acta de posesión 
del 15 de abril de 2026. Como se observa en la siguiente imagen. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tercero. Con posterioridad a la posesión como miembro del máximo órgano de 
dirección y gobierno, se observa, que el cómo el consejero aprovechando su 

condición de representación, por conducto de la Vicerrector de Docencia 
solicita a la oficina de Talento Humano la vinculación como Docente Ocasional 

de la señora María Leonor Torres Serna como se lee en la comunicación del 06 
de mayo de 2026. 

Esta circunstancia podía generar, al menos objetivamente, una duda razonable 

sobre la independencia e imparcialidad para intervenir en decisiones 
trascendentales del Consejo Superior, particularmente en la designación o 

encargo del rector y en las actuaciones que pudieran incidir sobre el bienestar 
e interés de sus dos hermanas biológicas, que laboran para el ente educativo 

como lo trascribiremos más adelante.  



Cuarto. El 17 de julio de 2026 presenté recusación contra el señor WILMER 
ADOLFO SERNA PALACIOS ante los consejeros superiores universitarios y la 

Secretaría General de la UTCH, como se evidencia en la siguiente imagen. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En la recusación invoqué los artículos 29, 69 y 209 de la Constitución Política; los 
artículos 1de la Ley 1437 de 2011; el artículo 44 del Código General Disciplinario 

y el artículo 28 del Estatuto General de la Universidad. 

Quinto. El fundamento de dicha actuación administrativa, sobreviene de la 
relación laborar que suscriben las señoras MARIA LEONOR TORRES SERNA, 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1077466851 de Quibdó, como 
Docente Ocasional con dedicación de Tiempo Completo, adscrito al programa 

de INGENIERIA AMBIENTAL de la Universidad Tecnológica del Chocó Diego Luis 
Córdoba, mediante la Resolución No. 0313 del 12 de mayo de 2026 y  YENCY 

MILADY TORRES SERNA, igualmente mayor de edad, con este mismo domicilio, 
identificado(a) con la cédula de ciudadanía número 1.077.459.424 la cual se 

Contrataron sus servicios para desempeñarse como Profesional Universitario de 
apoyo a la gestión de la dependencia Bienestar Universitario Universidad 

Tecnológica del Chocó, conforme al Contrato No. 146 del 15 de enero de 2026.  

Sexto. A mi juicio, de manera objetiva se configura presuntamente la prohibición 
legal del artículo 1de la Ley 1437 de 2011; el artículo 44 del Código General 

Disciplinario y el artículo 28 del Estatuto General de la Universidad, al considerar 
que, si existe un interés directo de las hermanas Serna de conservar el empleo 

en la entidad accionada, por el privilegio que ostenta el consejero Serna 
Palacios en el órgano universitario.  

Séptimo. La conjetura formal de la relación de hermanda de los serna, bajo el 
segundo grado de consanguinidad previsto como prohibición legal en la ley 

1437 de 2011 y demás normas complementarias, resulta de la filiación materna 
con la señora MARIA CECILIA SERNA PALACIOS, identificada con cedula de 



ciudadanía No. 35.507.263 de Quibdó, en la que se observa en el Registro Civil 
950314 con serial No.  23530114, que es madre biológica de la Señora MARIA 

LEONOR TORRES SERNA, identificada con cedula de ciudadanía No. 1077466851 
de Quibdó. Funcionaria vinculada a la institución de Educación Superior 

conforme la Resolución No. 0313 del 12 de mayo de 2026. 

Octavo. En esa misma línea resulta con la señora YENCY MILADY TORRES SERNA 
de la que se tiene, que el Registro Civil de Nacimiento No. 930429 con indicativo 

serial No. 23530113 describe una filiación maternal con la señora MARIA CECILIA 
SERNA PALACIOS, identificada con cedula de ciudadanía No. 35.507.263 de 

Quibdó, conforme al contrato laboral No. 146 del 15 de enero de 2026 en 
vigencia con el centro educativo.  

Noveno. Y no menos importante, para el caso que fundamenta la recusación 
elevada a la UTCH el pasado 17 de julio de 2026, ante el CSU. Resulta probada 

documentalmente la filiación maternal del señor WILMER ADOLFO SERNA 
PALACIOS y la señora MARIA CECILIA SERNA PALACIOS, de la que se tiene que 

es la madre biológica conforme al Registro Civil de Nacimiento con NUIP No. 
1077996203 e indicativo serial 35560802. 

Decimo. Con ello, se encuentra razonablemente documentado que entre las 

señoras Torres Sernas y el representante del estamento estudiantil como 
miembro del máximo órgano de gobierno de la UTCH, WILMER ADOLFO SERNA 

PALACIOS, se configura una relación de hermanda en el contexto del segundo 
grado de afinidad como causal de prohibición legal.  

Decimo.  Es de recordar que en dicha solicitud pedí expresamente.  

1. Que se tramitara la recusación conforme al CPACA y al Estatuto General 
de la institución.  

2. Que se suspendiera la participación del recusado en las deliberaciones y 
decisiones relacionadas con la designación o encargo del rector.  

3. Que, previo análisis de las pruebas y de las normas aplicables, se 
determine si las circunstancias acreditadas configuran una causal de 

impedimento o recusación y se adopte la decisión que corresponda en 
derecho 

4. Que la decisión que resuelva la recusación sea debidamente motivada, 
con referencia expresa a las pruebas y a los fundamentos 

constitucionales legales y Estatutarios pertinentes 

Estas solicitudes se encuentran consignadas expresamente en el documento 
radicado al ente Universitario, que en esa medida en el acápite de prueba 

allegare.  

Undécimo. El artículo 28 del Acuerdo número 0001 de 2017 —Estatuto General 

de la UTCH, establece que los consejeros se encuentran sujetos al régimen 
constitucional y legal de impedimentos, inhabilidades e incompatibilidades, y 

que las recusaciones deben ser tramitadas conforme a las reglas y 
procedimientos establecidos en la Constitución y la ley.  



Duodécimo. A pesar de la presentación formal de la recusación, presuntamente 

ocurrió una o varias de las siguientes irregularidades, las cuales deberán 

adecuarse a lo efectivamente sucedido: 

A. La recusación no ha sido resuelta a la fecha, pese haber trascurrido el 
termino legal para su contestación.  

B. Las funciones administrativas del consejero recusado no se han 
suspendido, desconociendo la actuación que decidía la recusación. 

C. El consejero recusado continúa interviniendo en las decisiones 
relacionadas con el reciente encargo rectoral, como se puede probar 

en la Resolución No. 1340 del 24 de junio de 2026.  
D. No se me comunicó oportunamente la decisión adoptada. 

E. No se identificaron individualmente los votos ni se suministró copia del 
acta de la sesión en la cual fue examinada la recusación. 

F. El Consejo Superior trató la recusación como una simple petición o 
manifestación informal, omitiendo el procedimiento especial previsto en 
el artículo 12 del CPACA. 

Décimo tercero. El trámite de una recusación no constituye una formalidad 
irrelevante. Tiene como finalidad separar temporalmente del asunto a la 

autoridad cuya imparcialidad ha sido cuestionada y obtener una decisión por 
parte de la autoridad competente, antes de continuar la actuación 

administrativa. 

La omisión de dicho trámite permitió o puede permitir que una persona sobre 
cuya imparcialidad existe controversia participe en una decisión definitiva y 

trascendental para la comunidad universitaria, como fue el caso del nuevo 
encargo rectoral de la señora LIDA GRACIELA MARTINEZ ASPRILLA en la 

Resolución No. 1340 del 24 de junio de 2026 

Décimo Cuarto. La irregularidad resulta especialmente grave porque el proceso 

se relaciona con la designación de la máxima autoridad administrativa y 
académica de la única universidad pública del departamento, decisión que 

debe estar rodeada de garantías reforzadas de transparencia, imparcialidad, 
moralidad y respeto por la constitución, las leyes y normas internas del centro 

educativo.  

Decimo Quinto.  El Estatuto General de la Universidad reconoce como principios 
rectores la transparencia, la igualdad y el debido proceso. La recusación 

aportada sostiene, además, que la autonomía universitaria no releva a los 
órganos universitarios de la obligación de respetar el debido proceso y la 

moralidad administrativa. 

Décimo Sexto. La eventual participación de la persona recusada en la decisión 

sobre su propia recusación desconocería la regla elemental conforme a la cual 
nadie puede decidir una controversia que compromete directamente su propia 
imparcialidad. 

Decimo séptimo. La actuación cuestionada amenaza o vulnera mis derechos 
como integrante de la comunidad universitaria y egresado, pues impide que el 

proceso de encargo rectoral se adelantó por autoridades objetivamente 



imparciales y con estricta irregularidad del procedimiento previamente 
establecido. 

Décimo octavo. El proceso de escogencia o elección de un rector en 
propiedad o posibles nuevos encargos rectorales continúa dentro de lo 

previsible y existe un riesgo cierto e inminente de que se adopte la decisión 
definitiva sin que se haya saneado la vulneración derivada del trámite irregular 
de la recusación. 

Decimo Noveno. Por conducto de la secretaria general de la UTCH, se evidencia 
la puesta en conocimiento a los consejeros sobre la Recusación radicada, sin 

que a la fecha de presentación de herramienta constitucional se haya tomado 
una decisión de fondo, como se observa en la imagen y posterior convocatoria 

a sesión extraordinaria del pasado 24 de junio, como se lee su inatención en el 
orden del día de la fecha indicada anteriormente.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

Considero vulnerados o amenazados los siguientes derechos: 

1. Debido proceso administrativo, artículo 29 de la Constitución. 

2. Derecho a la igualdad, artículo 13. 
3. Derecho de petición, artículo 23 en razón al silencio del CSU.  

4. Derecho a que las actuaciones administrativas se desarrollen con 
imparcialidad, moralidad, publicidad y transparencia, artículo 209. 

5. Derecho de acceso efectivo a la administración pública y a la justicia, 
artículos 2 y 229. 

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1. Debido proceso en las actuaciones administrativas 



El artículo 29 de la Constitución dispone que el debido proceso debe aplicarse 
a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Esta garantía comprende, entre otros elementos: 

 La observancia del procedimiento previamente establecido. 
 La competencia de la autoridad que adopta la decisión. 

 La posibilidad de presentar argumentos y pruebas. 
 La obtención de una decisión motivada. 

 La imparcialidad de quienes deliberan y deciden. 
 La publicidad y comunicación de las decisiones. 

 La prohibición de adoptar decisiones arbitrarias. 

La Corte Constitucional ha explicado que los procedimientos internos de los 

entes universitarios autónomos están sometidos al imperio de la constitución y la 
ley, que la autonomía universitaria no es absoluta. 

2. Trámite obligatorio de los impedimentos y recusaciones 

Los artículos 11 y 12 de la Ley 1437 de 2011 regulan los conflictos de interés, 
impedimentos y recusaciones en las actuaciones administrativas. 

Presentada una recusación, la autoridad cuestionada debe manifestar si 
acepta o no la causal y remitir la actuación a quien sea competente para 
decidirla. El trámite especial busca impedir que la persona recusada continúe 

adoptando determinaciones mientras se resuelve la controversia sobre su 
imparcialidad. 

Por consiguiente, el Consejo Superior no podía desconocer, sustituir o simplificar 
unilateralmente el procedimiento establecido en la ley. 

La jurisprudencia constitucional ha considerado que abstenerse 
injustificadamente de tramitar una recusación puede constituir un defecto 

procedimental y una vulneración del debido proceso, porque impide 
controvertir la independencia e imparcialidad de quien debe decidir. 

3. Imparcialidad objetiva 

La imparcialidad no exige demostrar anticipadamente que el funcionario actuó 
dolosamente para favorecer a una persona. También protege frente a 

circunstancias objetivas capaces de generar dudas razonables sobre su 
independencia. 

En este caso no se afirmó simplemente una enemistad o una inconformidad 

subjetiva. Se expuso que la consejera: 

 Integraba el Consejo Superior como reemplazante del representante de 

los egresados. 

 Era simultáneamente candidata para ocupar la representación del 

mismo estamento. 



 Intervendría en la designación del rector, autoridad con incidencia 

directa en la estructura administrativa e institucional de la Universidad. 

 Podía participar en la decisión sobre la recusación formulada contra ella. 

 

Estas circunstancias debían ser examinadas mediante una decisión seria, 

motivada e imparcial, y no podían descartarse sin valorar integralmente las 

pruebas aportadas. 

 

4. Autonomía universitaria y sometimiento a la Constitución 

El artículo 69 de la Constitución reconoce la autonomía universitaria, pero dicha 

garantía no significa soberanía ni permite que las autoridades universitarias 
desconozcan la Constitución, la ley o sus propios estatutos. 

La Corte Constitucional ha reiterado que las universidades pueden establecer 
sus procedimientos de elección y darse sus propias autoridades, pero deben 
respetar los valores constitucionales, el debido proceso y las reglas previamente 

expedidas.  

El propio Estatuto General de la UTCH somete a sus consejeros al régimen 

constitucional y legal de impedimentos, inhabilidades e incompatibilidades, en 
su articulo 28. Que reza 

 

 

 

 

5. Debido proceso en las actuación de nuevo encargo rectoral  de autoridades 
universitarias 

En la Sentencia T-050 de 2013, la Corte Constitucional indicó que la tutela puede 

proceder excepcionalmente frente a actos de trámite expedidos dentro de la 

elección de autoridades universitarias cuando: 

 

1. El acto de trámite tenga entidad suficiente para definir o proyectar 

efectos sobre la elección. 

2. La acción se interponga antes de la expedición del acto definitivo. 

3. El afectado no cuente con otro medio eficaz para evitar la vulneración 

de sus derechos fundamentales. 

4. No pretendo salva guardar mi derecho constitucional en el fallo judicial 
como medio excepcional y preferente mediante tutela 

 

La decisión irregular de una recusación o la omisión de resolverla puede 

proyectar efectos directos sobre la designación, tal como ocurrió porque 



determina la composición efectiva del órgano elector, el quórum, las 

deliberaciones y la mayoría con la cual se adopta la decisión. 

 

6. Aplicación al caso concreto 

 

En el caso analizado, la vulneración no deriva exclusivamente del sentido 

desfavorable de una decisión. Surge de las eventuales irregularidades del 

procedimiento legal: 

 

 No suspender la actuación. 

 Permitir la intervención del recusado. 

 No comunicar oportunamente la decisión. 

 Continuar el proceso de encargo o elección rectoral sin resolver 

previamente la controversia sobre imparcialidad.  

 

Tal proceder convierte la recusación en una formalidad inocua y permite que 

la autoridad cuestionada influya en la actuación cuya objetividad se busca 

proteger. 

 

V. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

1. Legitimación por activa: Estoy legitimado por ser quien presentó la 

recusación, miembro del estamento de egresados e integrante de la 

comunidad universitaria directamente interesado en que el proceso de 

designación rectoral se adelante con respeto por el debido proceso, la 

participación y la imparcialidad 

 

2. Legitimación por pasiva: La tutela se dirige contra la Universidad 

Tecnológica del Chocó y su Consejo Superior Universitario, autoridades 

públicas responsables de tramitar la recusación y adelantar el proceso 

de designación rectoral. 

 

3. Inmediatez: La solicitud se presenta dentro de un término razonable 

contado desde: 

 La presentación de la recusación. 

 Las sesiones en las que interviene la recusada. 

 Decisiones posteriores con la intervención de la recusada 

 Convocatoria a las sesiones de la consejera Recusada 

 

Las actuaciones ocurrieron durante los meses de junio y julio de 2026, por lo cual 

se satisface el requisito de inmediatez. 

   

4. Subsidiariedad: La tutela es procedente porque los actos relacionados 

con el trámite de la recusación son actos preparatorios que pueden 



proyectar efectos determinantes sobre la elección. No existe otro 

mecanismo judicial que permita obtener, antes de la votación, una 

protección inmediata y eficaz de la imparcialidad del órgano de 

gobierno universitario.  

 

VII. PERJUICIO IRREMEDIABLE 

 

La intervención del consejero cuya imparcialidad fue formalmente cuestionada 

puede alterar: 

 

 La deliberación del Consejo Superior. 

 La conformación del quórum. 

 La mayoría necesaria para designar o encargar, elegir un nuevo rector. 

 La legitimidad y transparencia del proceso. 

 La confianza de la comunidad universitaria en sus autoridades. 

El perjuicio es inminente, en razón a que se está aportas de continuar el 
calendario electoral del nuevo Rector en propiedad para el periodo 2026 – 

2029, de acuerdo a la facultad legal del Consejo de Convocar sesiones 
extraordinarias o ordinarias para tal fin.  

VIII. PRETENSIONES 

 

Primero. Amparar mis derechos fundamentales al debido proceso 

administrativo, imparcialidad, igualdad, participación, petición y acceso 

efectivo a la actuación administrativa. 

 

Segundo. Declarar que las entidades accionadas vulneraron el debido proceso 

al omitir el trámite de la recusación, no suspender las actuaciones anteriores del 

24 de julio de 2026 y subsiguientes por el señor SERNA PALACIOS, permitir la 

participación del recusado en las actuaciones de resorte del CSU desde el 

pasado 24 de julio y posteriores, al no comunicar la decisión definitiva de la 

recusación presentada en los términos legales. 

 

Tercera. Ordenar al Consejo Superior Universitario que, dentro de las 

cuarenta(48)  y ocho horas siguientes a la notificación del fallo: 

 

1. Convoque a sesión extraordinaria, en donde el orden del día gire en 

razón a la actuación administrativa presentada y demás situaciones de 

interés de la comunidad universitaria 

2. Dé trámite integral a la recusación presentada el 17 de julio de 2026. 

3. Excluya de dicho trámite y decisión al consejero recusado 

4. Determine expresamente la autoridad competente para resolverla. 

5. Valore cada una de las causales, argumentos y pruebas presentadas. 



6. Emita una decisión de fondo, congruente, suficientemente motivada con 

apego a las leyes que regulan la materia, sea decir ley 1437 de 2011, ley 

1952 de 2019, en armonía con el Estatuto General de la UTCH en su 

Artículo 28, y que debidamente se comunique dicha decisión. 

 

Cuarta. Ordenar que el señor WILMER ADOLFO SERNA PALACIOS, se abstenga 

de intervenir en las deliberaciones, votaciones y decisiones relacionadas con las 

funciones propias del máximo órgano institucional, en la que se incluye el 

proceso de designación del rector, hasta que la recusación sea resuelta 

definitivamente conforme a las normas referidas con anterioridad.  

 

Quinta. Ordenar al Consejo Superior Universitario abstenerse de continuar el 

proceso de designación o elección rectoral mientras no se encuentre resuelta y 

comunicada la recusación 

 

Sexto. Ordenar a la Universidad remitir al despacho y entregar al suscrito copia 

íntegra y legible de: 

 

 La recusación y constancia de radicación. 

 La convocatoria y orden del día del pasado 24 de julio de 2026, donde 

se dio a conocer la situación administrativa del consejero Estudiantil 

 El acta y grabación de la sesión en la cual se discutió la recusación. 

 La respuesta o manifestación rendida por el consejero recusado. 

 La decisión adoptada. 

 La identificación y sentido de los votos emitidos. 

 

Séptima. En el proceso de encargo rectoral de la Resolución No. 0013 del 24 de 

junio de 2016, con intervención del recusado, ordenar que sus efectos sean 

dejados provisionalmente sin aplicación y que la actuación sea rehecha a partir 

del momento en que debió suspenderse el procedimiento, una vez se resuelva 

regularmente la recusación. 

 

Octavo. Vincular al Ministerio de Educación Nacional, considerando que el 

señor WILMER ADOLFO SERNA PALACIOS como miembro del consejo superior 

está sometido al imperativo de las facultades de la ley 1740 de 2014, como 

resultado de la imposición de las medidas de inspección y vigilancia, a las que 

esta sometida la UTCH.  

 

Noveno. Prevenir a las entidades accionadas para que en futuras actuaciones 

respeten estrictamente el régimen de impedimentos y recusaciones, evitando 

que la persona recusada intervenga directa o indirectamente en la decisión de 

su propia recusación. 

 



Decimo. Que, conforme a las responsabilidades del Ministerio de Educación 

Superior, en sustento de la ley 1740 de 2011, en sus artículos 5 inciso 2, artículo 7 

inciso 3 y 5, articulo 8, articulo 9 inciso 8 y el articulo 13 inciso 4, adelante cuantos 

antes las acciones administrativa como autoridad policiva de la Educación 

Superior, las que considere que se concatena con la omisión del máximo órgano 

de dirección y gobierno de la UTCH.  

 

IX. SOBRE LOS INTERVINIENTES  

 

En lo concerniente del Ministerio de Educación Nacional, tenia el deber de 

atender y realizar el seguimiento correspondiente al trámite recusorio, toda vez 

que como se observa en la imagen, con dirección electrónica del Ministerio de 

Educación Nacional  inspeccionyvigilancia@mineducacion.gov.co – así como 

a la dirección electrónica de la inspectora in situ, DIANA XIMENA GALLEGO 

dgallego@mineducacion.gov.co  conocían de la irregularidad al interior del 

CSU – UTCH y omitieron dar prevalencia a las funciones contempladas en la ley 

1740 de 2011, en su artículo 9, inciso 4. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 

 

Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, solicito que, desde 

la admisión de la tutela y hasta que se profiera decisión definitiva, se ordene: 

 

1. Suspender temporalmente los efectos de la Resolución No. 1340 del 24 de 

julio de 2026, por medio de la cual se concedió un encargo rectoral a 

LIDA GRACIELA MARTINEZ ASPRILLA, producto de la indebida tramitación 

de la actuación administrativa. 

 

mailto:inspeccionyvigilancia@mineducacion.gov.co
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2. Suspender la participación del señor WILMER ADOLFO SERNA PALACIOS 

en asuntos relacionados con la designación, encargo o elección rectoral 

o sesiones programadas del Consejo Superior Universitario. 

 

3. Ordenar que no se alteren, destruyan, modifiquen u oculten las actas, 

grabaciones, correos, convocatorias, votaciones y demás documentos 

relativos a la recusación. 

 

4. Ordenar al Consejo Superior abstenerse de realizar una nueva actuación 

que haga ineficaz el eventual fallo de tutela. 

 

Justificación 

La medida es necesaria porque la continuidad del proceso puede hacer inocua 
la protección constitucional. Si la designación se realiza antes de resolver la 

recusación, la intervención cuestionada se proyectará sobre el acto definitivo y 
se consumará la amenaza denunciada. 

La medida no implica decidir anticipadamente que la recusación sea fundada; 
únicamente preserva la integridad del procedimiento mientras la autoridad 

competente adopta una decisión imparcial y motivada. 

XI. PRUEBAS 

Solicito tener como pruebas: 

 

1. Acta de grado que acredita mi condición de Egresado 

2. Copia de la recusación presentada el 17 de julio de 2026. 

3. Constancia de radicación. 

4. Acuerdo número 0001 de 2017 —Estatuto General de la UTCH. 

5. Convocatoria a la sesión extraordinaria del Consejo Superior del 24 de 

julio de 2026. 

6. Resolución No. 1340 del 24 de junio de 2026, mediante la cual el 

consejero recusado participo con voto para el nuevo encargo Rectoral. 

7. Registros civiles de las señoras Torres Serna y del consejero recusado que 

demuestra la filiación maternal 

8. Los demás documentos contenidos que la sala estime de importancia 

procesal 

9. Grabación audiovisual o sonora de la sesión del pasado 24 de julio de 

2026 o posterior, donde se debata la recusación presentada.  

10. Correos electrónicos y comunicaciones enviados por la Secretaría 

General. 

Además, solicito oficiar a la UTCH para que aporte el expediente administrativo 

íntegro, pues varios documentos se encuentran bajo su custodia. 

 

XII. SOLICITUD DE INFORMES 



 

Solicito requerir a los accionados para que informen: 

 

1. En qué fecha y hora recibieron la recusación. 

2. Si la actuación administrativa fue suspendida. 

3. A quién fue remitida la recusación para decisión. 

4. Si el recusado rindió informe y en qué fecha. 

5. Si el recusado intervino en la sesión donde se discutió su recusación. 

6. Si participó en la votación de su propia recusación. 

7. Si intervino en la designación del nuevo encargo rectoral de la Resolución 

1340 del 24 de julio de 2026.  

8. Cuál fue el sentido individual de los votos. 

9. Cuando y por qué medio fue comunicada la decisión al recusante. 

 

XIII. JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he presentado otra acción 

de tutela por los mismos hechos, derechos y pretensiones. 

 

XIV. NOTIFICACIONES 

EDINSON RIVAS MOSQUERA  

CC. 12.023.613 

Dirección: Barrio Samper / Sector el Milagro 

Correo: Eeilynvillegas55@gmail.com  

 

Universidad Tecnológica del Chocó Diego Luis Córdoba 

Secretaría General y Consejo Superior Universitario 

Ciudadela Universitaria, Quibdó, Chocó 

Correo institucional: notificacionesjudiciales@utch.edu.co – 

Consejosuperior@utch.edu.co – Secretariageneral@utch.edu.co  

Ministerio de Educación Nacional 

Dirección de Calidad para la Educación Superior 

Subdirección de Inspección y Vigilancia 

Bogotá D. C. 

Correo de notificaciones judiciales: 

notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co – 

inspeccionyvigilancia@mineducacion.gov.co – 

dgallego@mineducacion.gov.co -ihoyos@mineducacion.gov.co  

Cordialmente, 

____________________________ 

EDINSON RIVAS MOSQUERA 
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Quibdó 17 de julio de 2026 
 
Señores 
CONSEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO 
UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DEL CHOCÓ "DIEGO LUIS CÓRDOBA" 
 
Asunto: Recusación contra el consejero Wilmer Adolfo Serna Palacios, por la 

configuración de un conflicto de interés que compromete los principios 

constitucionales de imparcialidad, moralidad administrativa, transparencia, 

objetividad, debido proceso y prevalencia del interés general. 
 

I. COMPARECENCIA 
 
Respetados miembros del Consejo Superior Universitario: 
 
En ejercicio del derecho fundamental al debido proceso (artículo 29 de la 

Constitución Política), del derecho de petición (artículo 23 ibidem), de los 

principios que gobiernan la función administrativa (artículo 209 Constitucional), 

así como de las disposiciones contenidas en la Ley 1437 de 2011, me permito 

formular RECUSACIÓN contra el Consejero Serna Palacios  por configurarse 

circunstancias objetivas que comprometen su imparcialidad para intervenir en 

las actuaciones administrativas sometidas al conocimiento del Consejo Superior 

Universitario. 
 
La presente recusación no constituye un cuestionamiento personal contra el 

recusado; por el contrario, constituye el ejercicio de un mecanismo jurídico 

destinado a preservar la legalidad de las actuaciones administrativas, garantizar 

la transparencia institucional y proteger la confianza de la comunidad 

universitaria en la objetividad de las decisiones del máximo órgano de dirección 

y gobierno de la Universidad Tecnológica del Chocó. 
 
La jurisprudencia constitucional ha precisado que el deber de imparcialidad no 

solamente exige la ausencia de intereses particulares, sino también evitar 

cualquier circunstancia que objetivamente pueda generar una duda razonable 

sobre la independencia de quien participa en una decisión administrativa. 
 

II. OBJETO DE LA RECUSACIÓN 
 

La presente recusación tiene por finalidad solicitar que el consejero Wilmer 

Adolfo Serna Palacios, sea separado del conocimiento, deliberación y votación 

de los asuntos sometidos al Consejo Superior Universitario en los cuales exista 

una circunstancia objetiva que comprometa su imparcialidad, como es el 

escenario de elección del nuevo rector ( a ) de la UTCH, derivada del vínculo en 



segundo grado  de consanguinidad  acreditado documentalmente y de la 

vinculación laboral de sus hermanas,  con la Universidad Tecnológica del Chocó. 
 
Esta actuación Administrativa  persigue garantizar: 
 

1. la imparcialidad de las actuaciones administrativas 
2. la moralidad administrativa; 
3. la transparencia; 
4. la igualdad de los administrados; 
5. la objetividad en la toma de decisiones; 
6. el debido proceso administrativo; 
7. la confianza legítima de la comunidad universitaria. 

 
No se pretende demostrar un beneficio consumado, sino evitar que una 

circunstancia objetiva susceptible de afectar la independencia del servidor 

público vicie las actuaciones administrativas del resorte del gobierno 

institucional. 
 

III. COMPETENCIA 
 
El Consejo Superior Universitario, como máxima autoridad administrativa de la 

Universidad Tecnológica del Chocó, es competente para conocer de la presente 

recusación, conforme a las normas que regulan el funcionamiento de los órganos 

colegiados y a las disposiciones del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo y la norma estatutaria de la universidad – 

Acuerdo 0019 del 30 de junio de 2009 Reglamento Interno del Consejo Superior.  
 
La competencia para resolver impedimentos y recusaciones constituye una 

garantía del debido proceso administrativo, orientada a preservar la 

imparcialidad objetiva de quienes ejercen función administrativa 
 
En este sentido, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sostenido que la 

finalidad de los impedimentos y recusaciones consiste en asegurar que las 

decisiones públicas se adopten libres de cualquier interés particular que pueda 

afectar la objetividad exigida por la Constitución. 
 

IV. LEGITIMACIÓN 
 
El suscrito se encuentra plenamente legitimado para promover la presente 

recusación por cuanto las decisiones adoptadas por el Consejo Superior 

Universitario inciden directamente sobre derechos e intereses jurídicamente 

protegidos y porque todo administrado tiene derecho a exigir que las actuaciones 

administrativas sean adelantadas por autoridades imparciales 



 
La legitimación para promover una recusación no depende exclusivamente de 

demostrar un perjuicio consumado, sino de acreditar la existencia de 

circunstancias objetivas capaces de comprometer la independencia del 

funcionario público. 
 

V. ANTECEDENTES 
 
Del análisis integral de la documentación que soporta esta actuación 

administrativa se desprenden los siguientes antecedentes relevantes: 
 
Primero. Mediante registros civiles de las señoras MARIA LEONOR TORRES 

PALACIOS y YENCI MILADYS TORRES SERNA se acredita objetivamente la 

existencia de un vínculo en segundo grado de consanguinidad entre el consejero 

Wilmer Adolfo Serna Palacios, al entender que la señora MARTA CECILIA 

SERNA PALACIOS es la madre biológica de dichas personas, como se acredita 

en los registros civiles aportados a esta comunicación.  
 
Segundo. Obra en el expediente la Resolución No. 0313 del 12 de mayo de 

2026, mediante la cual la Universidad Tecnológica del Chocó vinculó a María 

Leonor Torres Serna como docente ocasional de tiempo completo y Acta de 

Posesión No. 0319, que formalizó dicha vinculación, Todo ello,  posterior al acto 

de posesión formal como consejero de los estudiantes del señor Serna Palacios 

el 16 de abril de 2026, sumado que  con anterioridad se vinculo como Profesional 

Universitaria a Yenci Miladis Torres Serna conforme el Contrato de trabajo No. 

0146 del 15 de enero de 2026 
 
Tercero. La vinculación estuvo precedida de la solicitud de la Vicerrectoría de 

Docencia y del correspondiente concepto jurídico emitido por la Oficina Asesora 

Jurídica de la Universidad. Que se limitó a amparar la autonomía universitaria, 

dejando un vacío jurídico  en la aplicación de la ley 1437 de 2011 que regula la 

materia de recusaciones e impedimentos.  
 
Cuarto. Estos elementos documentales constituyen el fundamento fáctico de la 

presente recusación y serán objeto de valoración conjunta con el marco 

constitucional, legal y jurisprudencial que se desarrollará en los capítulos 

siguientes. 
 

VI. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 

Corresponde determinar si la existencia de un vínculo familiar acreditado entre 

el Consejero Wilmer Adolfo Serna y las hermanas  vinculada laboralmente a la 

Universidad Tecnológica del Chocó constituye una circunstancia objetiva 



suficiente para generar una duda razonable sobre su imparcialidad y, en 

consecuencia, imponer su separación del conocimiento de los asuntos 

sometidos al Consejo Superior Universitario, en aplicación de los principios de 

imparcialidad, moralidad administrativa, transparencia, objetividad y debido 

proceso. 
 

VII. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DE LA RECUSACIÓN 
 

Primero: La Constitución Política como parámetro de control de toda 

actuación administrativa. 
La presente recusación no se sustenta exclusivamente en la existencia de un 

vínculo familiar acreditado documentalmente entre el consejero Wilmer Serna y 

las señoras María Leonor Serna, Yanci Miladis Serna,  vinculada laboralmente a 

la Universidad Tecnológica del Chocó, sino en la necesidad constitucional de 

garantizar que toda decisión administrativa sea adoptada por autoridades que 

ofrezcan plena garantía de independencia, objetividad e imparcialidad. Los 

documentos allegados (registros civiles, resolución de vinculación, acta de 

posesión y demás soportes) constituyen el sustento fáctico de este 

planteamiento. 
 
La Corte Constitucional ha señalado de manera reiterada que el debido proceso 

administrativo no se reduce al cumplimiento formal de un procedimiento. 

Comprende también la obligación de que las decisiones sean adoptadas por 

funcionarios imparciales, libres de intereses particulares que puedan influir, 

directa o indirectamente, en el ejercicio de la función pública. 
 
En consecuencia, la imparcialidad constituye una garantía constitucional de los 

administrados y un deber jurídico de quienes ejercen funciones públicas. 
 
Segundo:  Artículo 2 de la Constitución Política 
 
El artículo 2 establece que las autoridades de la República fueron instituidas para 

garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución. 
 
Esta disposición impone al Consejo Superior Universitario la obligación de 

preservar la legalidad de sus actuaciones y de evitar que las decisiones 

institucionales sean adoptadas en circunstancias que objetivamente puedan 

comprometer la confianza pública. 
 
Cuando existe una situación susceptible de afectar la imparcialidad de uno de 

sus integrantes, el órgano colegiado no solo tiene la facultad, sino el deber 



constitucional de adoptar las medidas necesarias para asegurar la transparencia 

de sus actuaciones. 
 
Por ello, la recusación constituye un instrumento constitucional de protección 

institucional y no un mecanismo de persecución personal. 
 
Tercero: Artículo 6 Constitucional 
 
El artículo 6 dispone que los servidores públicos son responsables por infringir 

la Constitución y la ley, así como por omisión o extralimitación en el ejercicio de 

sus funciones. 
 
La jurisprudencia constitucional ha explicado que esta responsabilidad 

comprende también el deber de abstenerse de intervenir cuando concurran 

circunstancias que objetivamente comprometan la imparcialidad del funcionario. 
 
No se trata únicamente de evitar actos de corrupción. También comprende evitar 

cualquier circunstancia que afecte la confianza ciudadana en la administración 

pública. 
 
Cuarto: Artículo 13 Constitucional 
 
La igualdad exige que todas las personas reciban un trato objetivo por parte de 

la Administración. 
 
Cuando un servidor público interviene existiendo un interés familiar que pueda 

influir en su independencia, surge un riesgo de quebrantamiento del principio de 

igualdad, no basta con afirmar que actuará objetivamente.  
 
Es indispensable que existan condiciones institucionales que permitan concluir 

razonablemente que la decisión será adoptada sin interferencias derivadas de 

intereses privados. Precisamente esa es la finalidad constitucional de las 

recusaciones. 
 
Quinto: Artículo 29 Constitucional 
 
El artículo 29 constituye uno de los pilares de la presente recusación. 
 
La Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que el debido proceso 

administrativo comprende, entre otras garantías: 
 

 juez o autoridad competente; 
 procedimiento previamente establecido; 



 derecho de defensa; 
 contradicción; 
 motivación suficiente; 
 imparcialidad del funcionario que decide. 

 
La imparcialidad constituye un presupuesto indispensable para la validez de 

cualquier actuación administrativa, si quien participa en la decisión posee un 

interés que objetivamente pueda afectar su independencia, la actuación pierde 

legitimidad constitucional. 
 
No es necesario demostrar que efectivamente favoreció a determinada persona, 

es pertinente  demostrar circunstancias objetivas capaces de generar una duda 

razonable acerca de la independencia del funcionario. 
 
Sexto:  Artículo 83 Constitucional 
El principio de buena fe obliga tanto a los administrados como a las autoridades 

públicas,  la buena fe administrativa implica que las autoridades deben evitar 

cualquier circunstancia que permita sospechar que intereses particulares 

pudieron influir en la decisión. 
 
La Corte Constitucional ha explicado que este principio exige actuaciones 

transparentes, coherentes y objetivas 
 
En consecuencia, la imparcialidad no solamente debe existir, adicionalmente  

debe poder demostrarse objetivamente. 
 
Séptimo: Artículo 123 Constitucional 
 
El servidor público ejerce funciones exclusivamente para satisfacer el interés 

general, la Constitución proscribe que intereses personales, familiares o 

particulares interfieran con el ejercicio de la función administrativa. El interés 

general constituye el eje sobre el cual gravita toda la actividad del Estado. 
 
Por ello, siempre que exista la posibilidad objetiva de interferencia entre un 

interés privado y una función pública, corresponde activar los mecanismos de 

impedimento o recusación, que para este caso consideramos necesario invocar. 
 
Octavo: Artículo 209 Constitucional 
 
Este artículo constituye probablemente el fundamento constitucional más 

importante de la presente recusación, dispone que la función administrativa se 

desarrolla con fundamento en los principios de: 
 



 igualdad; 
 moralidad; 
 eficacia; 
 economía; 
 celeridad; 
 imparcialidad; 
 publicidad. 

 
La Corte Constitucional ha reiterado que dichos principios son de obligatorio 

cumplimiento para todas las autoridades administrativas, incluyendo los órganos 

de dirección de las universidades públicas, sin desconocer la autonomía 

universitaria, dicha autonomía universitaria no constituye un ámbito inmune al 

control constitucional. 
 
Por el contrario, debe ejercerse conforme a los principios superiores que 

gobiernan toda actuación administrativa. 
 

VIII. EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD OBJETIVA 
 
La imparcialidad constituye uno de los pilares del Estado Constitucional de 

Derecho. La Corte Constitucional ha distinguido dos dimensiones: 
 
a) Imparcialidad subjetiva 
 
Hace referencia a la convicción interna del funcionario, que estaría orientada a  

presumir que éste actuará de buena fe. 
 
b) Imparcialidad objetiva 
 
Corresponde a la existencia de circunstancias externas que puedan generar 

dudas razonables sobre su independencia, esta segunda dimensión resulta 

especialmente relevante para el presente caso. 
 
Pues no interesa exclusivamente determinar si el consejero Wilmer Serna actuó 

con intención de favorecer a alguien, lo jurídicamente relevante consiste en 

establecer si existen circunstancias objetivas que razonablemente puedan 

comprometer la confianza pública en la decisión administrativa. 
 
Es por ello, que precisamente los documentos allegados evidencian la existencia 

de un vínculo familiar y de una vinculación laboral que resultaron con 

posterioridad de la calidad de representación del estamento estudiantil, que 

deben ser valorados bajo este estándar constitucional de legalidad. 
 



IX. LA APARIENCIA DE IMPARCIALIDAD 
 
La jurisprudencia constitucional ha evolucionado hacia un estándar mucho más 

exigente. 
No basta con que la autoridad sea imparcial, debe también aparentarlo 

objetivamente, la legitimidad institucional depende de la confianza ciudadana. 
 
Cuando existen circunstancias objetivas que razonablemente puedan generar 

dudas sobre la independencia del funcionario, corresponde apartarlo del 

conocimiento del asunto. 
 
Este criterio ha sido igualmente acogido por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, al sostener que la imparcialidad debe apreciarse tanto desde un 

criterio subjetivo como objetivo, exigiendo que no existan elementos externos 

capaces de generar una duda razonable sobre la neutralidad de quien decide. 
 

X. EL PRINCIPIO DE MORALIDAD ADMINISTRATIVA 
 

La moralidad administrativa constituye un principio constitucional vinculante,  no 

equivale únicamente a la ausencia de corrupción, comprende el deber 

permanente de actuar con absoluta transparencia, rectitud, probidad y 

objetividad. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha sostenido que la moralidad 

administrativa exige que los servidores públicos eviten cualquier circunstancia 

susceptible de afectar la confianza pública. 
 
En consecuencia, aun cuando no se acreditará un beneficio patrimonial o una 

actuación irregular, la sola concurrencia de circunstancias objetivas que 

comprometan la apariencia de imparcialidad justifica la activación del mecanismo 

de recusación. 
 

XI. FUNDAMENTOS LEGALES DE LA RECUSACIÓN 
 
La presente recusación encuentra fundamento no solo en la Constitución 

Política, sino también en el régimen legal que regula el ejercicio de la función 

administrativa, el deber de imparcialidad de los servidores públicos y el 

mecanismo de impedimentos y recusaciones como instrumentos para preservar 

la legalidad y la transparencia de las actuaciones administrativas. 
 
En ese contexto, la actuación del Consejo Superior Universitario debe 

examinarse a la luz de la Ley 1437 de 2011 (CPACA)en su Artículo 11, Inciso 1, 



la Ley 1952 de 2019 (Código General Disciplinario) y los principios generales del 

derecho administrativo. 
 
 

XII. EL DEBER DE IMPARCIALIDAD EN EL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 
 

El artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 establece que todas las actuaciones 

administrativas deben desarrollarse conforme, entre otros, a los principios de: 
 

 Igualdad 
 Moralidad 
 Buena fe 
 Eficacia 
 Economía 
 Celeridad 
 Imparcialidad 
 Publicidad 

 
Estos principios no tienen un carácter meramente orientador; constituyen 

verdaderos mandatos jurídicos de obligatorio cumplimiento para todas las 

autoridades administrativas. 
 
En consecuencia, cualquier actuación adelantada por una autoridad respecto de 

la cual existan circunstancias objetivas que comprometan la imparcialidad de uno 

de sus integrantes puede afectar la validez de la decisión administrativa 

adoptadas bajo el desconocimiento u omisión del deber legal.  
 

XIII. RÉGIMEN DE IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES 
 
Los impedimentos y las recusaciones no fueron creados para sancionar al 

servidor público, su finalidad constitucional consiste en proteger: 
 

 la confianza pública; 
 la legitimidad institucional; 
 la transparencia administrativa; 
 la objetividad de las decisiones; 
 el debido proceso. 

 
Por ello, la jurisprudencia administrativa ha sostenido reiteradamente que la 

recusación constituye una garantía institucional antes que un mecanismo de 

confrontación personal. 



 
La separación temporal del funcionario Serna Palacios, respecto de las 

decisiones del Consejo Superior de la UTCH, no implica un juicio anticipado 

sobre su conducta, ello constituye simplemente una medida preventiva destinada 

a preservar la objetividad de las decisiones del órgano de gobierno institucional. 
 
 

XIV. EL CONFLICTO DE INTERÉS COMO GARANTÍA DEL INTERÉS 

GENERAL 
 
El conflicto de interés surge cuando un interés privado tiene la potencialidad de 

interferir con el ejercicio objetivo de una función pública, dicha afirmación no 

exige demostrar corrupción, no exige demostrar favorecimientos consumados, 

no exige demostrar beneficio económico. 
 
Es suficiente establecer que existe una circunstancia objetiva capaz de afectar 

la independencia del servidor público. Precisamente por ello la doctrina 

contemporánea distingue tres modalidades. 
 

1. Conflicto de interés potencial 
Existe cuando el interés privado efectivamente influye sobre la decisión 

administrativa. En estos casos el beneficio ya se encuentra materializado, por 

ello resulta conducente observar las vinculaciones de las hermanas del 

consejero Serna Palacios, que resultaron como consecuencia de su condición 

en el órgano de gobierno, posterior al acto de posesión. 
2. Conflicto de interés potencial 

Se presenta cuando aún no existe un beneficio concreto, pero sí una posibilidad 

razonable de que el interés privado pueda interferir en la decisión. Aquí no es 

una analogía inferirlo, ya quedo probado que permitirle participar en las 

decisiones del órgano institucional al consejero Wilmer Adolfo Serna, estaría 

orientada a beneficiar los intereses privados de su núcleo familiar, las hermanas 

Sernas. Es precisamente este supuesto el que justifica los mecanismos 

preventivos previstos por la ley 
 

3. Conflicto de interés aparente 
Corresponde al supuesto más importante para la presente recusación, aun 

cuando el funcionario actúe objetivamente, la existencia de circunstancias 

externas puede generar en cualquier observador imparcial una duda razonable 

acerca de su independencia. En estos eventos la confianza institucional resulta 

comprometida, por ello la jurisprudencia constitucional ha reconocido que la 

apariencia de imparcialidad posee la misma relevancia constitucional que la 

imparcialidad material. 
 



El conflicto de interés como garantía del Estado Constitucional de Derecho 
 
El conflicto de interés constituye una institución jurídica orientada a proteger la 

imparcialidad en el ejercicio de la función pública, su finalidad no es sancionar 

preventivamente al servidor público, sino preservar la objetividad de la actuación 

administrativa y la confianza de los administrados dentro de las actuaciones del 

Consejo Superior, dado que se está a puertas de un proceso de elección rectoral, 

para el periodo institucional 2026 – 2029.  
 
La Corte Constitucional ha sostenido que los principios de moralidad, 

imparcialidad y transparencia derivados del artículo 209 de la Constitución son 

de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades administrativas, incluidas 

las universidades públicas en ejercicio de su autonomía. 
 
En consecuencia, toda actuación adelantada por un órgano colegiado debe 

encontrarse libre de circunstancias objetivas que razonablemente puedan 

comprometer la independencia de alguno de sus integrantes, circunstancia 

probatoriamente demostrada en el caso objeto de análisis.  
 
La Sentencia C-1040 de 2005, con ponencia del magistrado Humberto Antonio 

Sierra Porto, constituye uno de los principales precedentes sobre conflicto de 

interés, la Corte precisó que: 
“El conflicto de interés aparece cuando el servidor público se encuentra en una 

situación en la cual el interés general propio del ejercicio de la función pública 

puede verse enfrentado con un interés particular.” 

En esta misma armonía la Sentencia C- 258 de 2013, con ponencia del 
magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, la Corte reiteró que el deber de 
imparcialidad constituye una garantía indispensable del Estado Social de 
Derecho. 

“Indicó que los servidores públicos deben abstenerse de intervenir cuando 
existan circunstancias que objetivamente comprometan la independencia exigida 
por la Constitución.”  

XV. APLICACIÓN AL CASO CONCRETO 
 
Al respaldo de esta comunicación obra prueba documental que acredita: 

A. registros civiles 
B. resolución de nombramiento 
C. acta de posesión 
D. solicitud de vinculación 
E. concepto jurídico emitido por la Universidad Tecnológica del Chocó 

 



Estos documentos permiten sostener, prima facie, la existencia de una relación 

familiar en segundo grado de consanguinidad y de una vinculación laboral con la 

Universidad. Que objetivamente permite inferir razonablemente la transgresión 

legal de la Ley 1437 de 2011, en su Artículo 1. La relevancia jurídica no radica 

exclusivamente en la existencia del parentesco. 
 
El verdadero análisis consiste en determinar si esa relación objetiva puede 

comprometer la independencia del consejero Wilmer Serna dentro de las 

decisiones del Consejo Superior Universitario. 
 
En materia de conflicto de interés la pregunta jurídica no es: 
 
¿Existió favorecimiento? 
 
La verdadera pregunta es: 
 
¿Existe una circunstancia objetiva capaz de generar una duda razonable 

sobre la imparcialidad del servidor público? 
 
Si la respuesta es afirmativa, la finalidad preventiva del régimen de recusaciones 

justifica la separación temporal del señor Wilmer Adolfo Serna de las sesiones, 

discusiones, decisiones del Consejo Superior de la UTCH.  
 

XVI. VALORACIÓN PROBATORIA 
 
Los documentos allegados poseen una estrecha relación entre sí. 
 
Los registros civiles permiten establecer la relación familiar en el segundo grado 

de consanguinidad, entre el consejero de Estudiantes Wilmer Serna y las 

Hermanas María Leonor Serna y Yenci Miladis Serna.  
 
La Resolución No. 0313 acredita la vinculación laboral de María Leonor Torres 

Serna con la Universidad y el Acta No. 0319 demuestra la materialización de 

dicha vinculación como docente ocasional de la UTCH. 
 
La solicitud proveniente de la Vicerrectoría de Docencia y el concepto jurídico 

permiten reconstruir el procedimiento administrativo que culminó con la 

vinculación, previa exigencia informal del consejero Wilmer Serna, con la 

complicidad del Jurídico Diego Armando Valencia, que de manera irresponsable 

emite un escueto concepto, para favorecer el pedido del señor Wilmer Serna, 

posterior a su posesión como miembro del órgano de gobierno universitario.  
 



Estas pruebas deben ser apreciadas de manera integral, conforme al principio 

de valoración conjunta de la prueba. 
 

XVII. EL DEBER DE ABSTENCIÓN 
 
La imparcialidad constituye un deber permanente del servidor público, cuando 

aparecen circunstancias objetivas que puedan comprometer dicha imparcialidad, 

surge igualmente el deber jurídico de abstenerse de intervenir. 
 
La abstención protege simultáneamente: 
 

 al servidor público 
 a la institución 
 a los administrados 
 a la legalidad del procedimiento 

 
No implica reconocimiento de responsabilidad, dicha restricción constituye una 

garantía del debido proceso, que en el caso que nos ocupa no se observa 

voluntad real del Recusado de apartarse de las decisiones de conocimiento del 

Consejo Superior, por el contario su actitud renuente y retadora, concluye la 

omisión consecutiva de sus actuaciones contrarias a la constitución, la ley y los 

estatutos universitarios, que manchan el  buen nombre de la administración 

institucional. 
 

XVIII. ANÁLISIS PROBATORIO INTEGRAL 
 
Conforme a las reglas de la sana crítica y de la valoración integral de la prueba 

la autoridad competente debe apreciar los documentos allegados no de manera 

aislada, sino como un conjunto probatorio encaminado a establecer si existe una 

circunstancia objetiva que pueda comprometer la imparcialidad del consejero 

Wilmer Serna. 
 
En el expediente obran los siguientes documentos: 
 
1. Registros civiles del señor Wilmer Serna y de las señoras María Leonor 

Serna, Yenci Miladis Serna.  
 
Estos documentos constituyen la prueba destinada a acreditar el grado de 

consanguinidad invocada como fundamento de la recusación. En ese escenario 

corresponde al Consejo Superior de la UTCH.  determinar si de dicha prueba  

tiene incidencia relevantemente  jurídica que acredite la recusación y posterior 

separación de las actuaciones del órgano de gobierno institucional. 
 



2. Resolución No. 0313 del 12 de mayo de 2026. 
 
Este acto administrativo acredita la vinculación de la señora María Leonor Serna 

como docente ocasional de tiempo completo de la Universidad Tecnológica del 

Chocó. 
 
3. Acta de Posesión No. 0319. 
 
Demuestra la materialización de la vinculación laboral. 
 
4. Solicitud de vinculación suscrita por la Vicerrectoría de Docencia. 
 
Permite reconstruir el procedimiento administrativo que culminó con el 

nombramiento. 
 
5. Concepto jurídico emitido por la Oficina Asesora Jurídica. 
 
Constituye un antecedente relevante del procedimiento administrativo que dio 

lugar a la vinculación laboral. 
  
6. El Contrato No. 0146 del 15 de enero de 2026, de la señora Yenci Miladis 

Serna  
 

XIX. SOLICITUD DE MEDIDA PREVENTIVA 
 
Con fundamento en los artículos 29 y 209 de la Constitución Política, así como 

en los principios de imparcialidad y moralidad administrativa previstos en la Ley 

1437 de 2011, respetuosamente solicito: 
 
PRIMERO. 
 
Que mientras se resuelve la presente recusación el consejero Wilmer Adolfo 

Serna se abstenga de intervenir en: 
 

 deliberaciones 
 votaciones 
 decisiones 
 discusiones y  
 actuaciones administrativas 

relacionadas con el proceso de elección de Rector de la UTCH, para el periodo 

2026 – 2029 objeto de la presente actuación administrativa.  Esta medida resulta 

necesaria para garantizar la objetividad del procedimiento y evitar 



cuestionamientos posteriores sobre la validez de las decisiones adoptadas en el 

Consejo Superior Universitario, máximo órgano de dirección y gobierno. 
 

XX. PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los hechos y en las normas constitucionales, legales y 

estatutarias invocadas, solicito: 
 
Primera. Que se admita la presente recusación. 
 
Segunda. Que se suspenda la participación del consejero Wilmer Serna en el 

proceso de encargo o elección de rector de la UTCH, en el periodo 2026 – 2029 

mientras se decide de fondo la recusación. 
 
Tercera. Que, previo análisis de las pruebas y de las normas aplicables, se 

determine si las circunstancias acreditadas configuran una causal de 

impedimento o recusación y se adopte la decisión que corresponda en derecho. 
 
Cuarta. Que la decisión que resuelva la recusación sea debidamente motivada, 

con referencia expresa a las pruebas y a los fundamentos constitucionales 

legales y Estatutarios pertinentes. 
 

XXI. PETICIÓN SUBSIDIARIA 
En caso de que la recusación no sea acogida favorablemente solicito que la 

decisión: 
 

 analice individualmente cada uno de los documentos aportados 
 indique las razones por las cuales no se configura la causal invocada 
 explique por qué las circunstancias acreditadas no afectan la 

imparcialidad objetiva del consejero. 
 
Ello en garantía del derecho al debido proceso y de la debida motivación de los 

actos administrativos. 
 

XXII. CONCLUSIÓN 
La presente recusación se formula con fundamento en principios 

constitucionales, normas legales y estatutarias, sumado a elementos probatorios 

al respaldo de esta comunicación.  
 
Su propósito es preservar la transparencia, la imparcialidad y la legitimidad de 

las decisiones del Consejo Superior Universitario, evitando que circunstancias 

objetivas puedan generar dudas razonables sobre la independencia de uno de 

sus integrantes. 



 
En ese sentido, la autoridad competente está llamada a valorar integralmente las 

pruebas, verificar el alcance jurídico del grado de consanguinidad alegado y 

determinar, con base en el ordenamiento jurídico, si procede o no la separación 

del consejero recusado respecto de las actuaciones del órgano de gobierno 

institucional, principalmente en el proceso de encargo y elección del nuevo rector 

(a) para el periodo institucional de 2026 – 2029. 
 
Atentamente, 
EDINSON RIVAS MOSQUERA  
CC. 1.077.428.300 
Dirección: Barrio Samper / Sector el Milagro 
Correo: Eeilynvillegas55@gmail.com  
 

Atentamente, 

 

__________________________________ 

EDINSON RIVAS MOSQUERA 

 

mailto:Eeilynvillegas55@gmail.com
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